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¿Intentaron matarlo?
En la Cámara Quinta del Crimen transcurren las últimas au-

diencias del juicio que se le sigue a un joven y a su novio, acusados 
por presuntamente haber intentado asesinar al padre. Lulén Watts 
y “Max” Caviglione están imputados de homicidio calificado por 
el vínculo y alevosía, en grado de tentativa. La víctima es William 
Watts y el hecho ocurrió en su casa de barrio Cofico el 5 de febre-
ro del 2025. Claro que detrás de este suceso, se esconde un tras-
fondo familiar complicado y afectivamente conflictivo.

Aparentemente, la relación de William con su hija Lulén sufrió un 
cimbronazo a partir de la no aceptación de su orientación sexual, ya 
que a ella le gustaban las mujeres. Luego, comenzó a autopercibirse 
varón por lo que así definió su identidad sexual. Según la abogada 
defensora Dania Villanueva, Lulén debió soportar maltrato y violencia 
psicológica por parte del padre. En relación al presunto intento de un 
crimen, todo se inició cuando Lulén retomó el contacto con William 
para obtener fotos e información sobre la historia familiar. Por tal 
razón, se reunieron aquella noche de febrero. Según la versión defen-
siva, discutieron y hubo una agresión física de los acusados, pero sin 
intenciones de matar al padre. Para el querellante Mariano Viola en 
cambio, los imputados le pusieron tramadol (analgésico opioide) en 
el fernet, lo cual fue confirmado por las pericias toxicológicas. Al que-
dar desorientado William, los jóvenes habrían intentado asfixiarlo 
poniéndole una bolsa de nylon en la cabeza para atarla luego con una 
soga. Y fue en ese momento cuando un vecino escuchó ruidos y vio a 
Caviglione encima de la víctima. Los gritos de este ocasional testigo, 
desbarataron entonces el plan de los atacantes. 

Así las cosas, habrá que ver ahora que sostiene el fiscal Marcelo 
Fenoll en los alegatos, y si en definitiva solicita condenas que se corres-
pondan con un homicidio calificado fallido. Desde la defensa posible-
mente esgriman un marco de emoción violenta o de circunstancias 
extraordinarias de atenuación, por haber sido víctimas de discrimina-
ción. Desde la querella, sin dudas sostendrán la intencionalidad, y serán 
en definitiva los jueces y los jurados populares quienes deberán resol-
ver la pregunta si a William intentaron matarlo, o no.

¿Otro caso Dalmasso?
Comienza hoy en la Cámara Sexta del Crimen y con jurados po-

pulares, el juicio por el crimen de Hilda Luisa Zoia, de 79 años, en 
Oncativo. El macabro caso ocurrió el 24 de agosto del 2024 y los 
acusados son Romina Ledesma y Cristian Ríos. El cuerpo de la an-
ciana fue encontrado por uno de sus hijos en el piso de su dormito-
rio y la primera presunción fue que se había caído ya que tenía un 
fuerte golpe en la cabeza. Sin embargo, la autopsia ordenada por la 
fiscal de Río Segundo Patricia Baulies, confirmó que la mujer había 
sido estrangulada, golpeada y aparentemente abusada, y que además 
tenía una mordida en un brazo, ya que habría intentado resistirse. 
A poco de comenzar la investigación, fue detenida Ledesma, una 
vecina que ayudaba a Hilda a limpiar la casa. Sin embargo, Baulies 
ordenó luego la detención del santiagueño Emilio Ybañez (un tra-
bajador golondrina de 25 años) y la liberación de Ledesma. Pocas 
horas después y en un nuevo giro de la instrucción, la fiscal dispuso 
el sobreseimiento de Ybañez y nuevamente el encarcelamiento de 
Ledesma, ahora junto con el de su marido, Cristian Ríos. 

De hecho, las defensoras de Ledesma y Ríos, las abogadas Julieta 
García Gómez y Agustina Trento, anticiparon que pedirán el jury de 
destitución para la fiscal Baulies y la jueza de control María Licia 
Tulián, por presunto mal desempeño y por graves deficiencias en la 
investigación. Aseguran que las pruebas de ADN (muestras reco-
gidas debajo de uñas de la víctima) y periciales involucran directa-
mente a Ybañez, quien eventualmente ya no podrá ser juzgado 
porque fue totalmente desvinculado. Las defensoras aseguran tam-
bién que no hay ninguna prueba en contra de Ledesma y Ríos, quie-
nes están detenidos desde hace dos y un año respectivamente. 

Así las cosas, el juicio se presenta complejo y habrá que ver que 
valoración harán de las pruebas los jueces Pablo Brandán, Enrique 
Buteler y Esteban Díaz Reyna, además de los jurados populares. 
Asimismo, será importante la postura del fiscal Fernando Palma 
para sostener o no la acusación tal como está. En caso que Ledesma 
y Ríos sean encontrados culpables, recibirán la máxima condena. 
De lo contrario, el asesinato podría quedar impune, y sin la chance 
de juzgar a quien sería el principal sospechoso. Inevitablemente, 
y ante este escenario que podría convertirse en un escándalo, nos 
preguntamos… ¿Otro caso Nora Dalmasso?

Jubilados Nacionales 
Continúa este jueves el cronograma de pago para jubilados y pensio-
nados provinciales que cobran el haber mínimo fijado por la Anses 
($489.817). En esta oportunidad, percibirán sus haberes del mes en 
curso los pasivos que tienen DNI finalizados en número 7. Mañana 
viernes será el turno de los poseedores de documentos terminados 
en 8 y el cronograma de la mínima termina el lunes 24 con los DNI fi-
nalizados en 9. A partir del martes 25 empiezan a cobrar los pasivos 
que perciben por encima de la mínima y sus DNI terminan en 0 y 1.

PANORAMA

GUILLERMO VAGLIENTE
De nuestra Redacción

Vecinos de barrio San 
Antonio y la Fundeps 
lograron una instancia 
internacional clave en 
su demanda ante el 
Estado argentino, ante 
la falta de respuestas 
de la justicia local.

La CIDH abrió el caso por la 
contaminación de Porta Hnos.

La Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) ha 
tomado una decisión trascendental 
al abrir el caso contra el Estado ar-
gentino por la contaminación am-
biental generada por la fábrica de 
la empresa Porta Hermanos, ubica-
da en la periferia sur de la ciudad 
de Córdoba. Esta resolución repre-
senta un avance significativo para 
las familias afectadas y para la 
Fundación para el Desarrollo de 
Políticas Sustentables (Fundeps), 
quienes decidieron acudir a esta 
instancia internacional en busca de 
las respuestas que no lograron ob-
tener en los ámbitos judiciales lo-
cales ni nacionales.

Ananda Lavayén, abogada de 
Fundeps, explica que la presenta-
ción conjunta con las vecinas se 
realizó en el año 2024. Al respecto, 
la letrada señala: “decidimos acudir 
como a esta instancia internacional 
buscando respuestas que tanto en 
el ámbito local como a nivel nacional 
no hemos logrado en hasta el día de 
la fecha”. La causa judicial, que se 
tramita desde el año 2016, tuvo un 
extenso recorrido de idas y vueltas 
que incluyó una llegada a la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación. 

Sin embargo, el máximo tribunal 
argentino rechazó el recurso median-
te el mecanismo de certiorari, una 
desestimación por cuestiones forma-
les que evitó que los jueces se expi-
dieran sobre el fondo del asunto.

Tras una primera revisión formal 
de admisibilidad realizada el año 
pasado, la novedad actual es que la 
CIDH resolvió abrir formalmente 
la petición como un caso. Según 
detalla Lavayén, “pasaron esta etapa 
primero porque están cumplidos los 
requisitos, segundo porque noso-
tros pedimos información al Estado 
y el Estado nunca contestó”, explica 
la abogada, y añade que, ante este 
escenario, “hay una presunción de 
que hay violaciones derechos hu-
manos donde el Estado argentino 
no acusa recibo”.

Debido a la gravedad de la situa-
ción y a la total inacción estatal, la 
CIDH ha decidido analizar el expe-
diente bajo la modalidad de trata-
miento urgente. Lavayén destaca la 
excepcionalidad de este logro al 
señalar que es “uno de los pocos 
casos que llega a esta instancia en 
la Comisión Interamericana y donde 

particularmente se da un caso de 
contaminación ambiental en una 
zona urbana”. Aunque aclara que las 
resoluciones de la CIDH no son vin-
culantes, remarca que “sí tienen un 
gran peso” político y jurídico.

Consultada si podía influir que 
el caso Porta fue nombrado entre 
las causas que tienen en contra los 
camaristas de la Cámara Federal 
local Graciela Montesi y Abel 
Sánchez Torres, por presuntas dá-
divas de la empresa, Lavayen seña-
la: “ esta investigación que está 
llevando adelante el Ministerio 
Público Fiscal de la Nación viene a 
dar un poco de respuestas a senten-
cias que nos llamaban la atención 
en donde siempre estos dos cama-
ristas resolvían a favor de la empre-
sa”. Al respecto, agrega: “nuestras 
sospechas estaban fundadas, pero 
ahora es una investigación que se 
está llevando adelante, están impu-
tados, pero todavía no hay una con-
dena”. Para la letrada, este aspecto 
es crucial, ya que señaló que “la 
justicia adecuada, sin corrupción, 
también es un derecho humano”.

Mientras el proceso internacio-
nal avanza —un camino que Lavayén 
estima que llevará años-, la planta 
de Porta Hermanos continúa fun-
cionando en el barrio San Antonio, 
lo que representa la mayor preocu-
pación para la comunidad. A pesar 
de que a lo largo del proceso, diver-
sos jueces determinaron que la em-
presa debe realizar de manera obli-
gatoria una evaluación de impacto 
ambiental. No obstante, la firma se 
ha opuesto sistemáticamente a cum-
plir con este requisito en todas las 

Volvieron a exigir a la empresa que presente el Estudio de Impacto Ambiental.

instancias, una postura que ha con-
tado con el aval de la Secretaría de 
Ambiente de la provincia. 

Sin embargo, recientemente, a 
principios de agosto, la Cámara 
Federal -sin los dos camaristas in-
vestigados- emitió una nueva reso-
lución en la que ratificó que Porta 
tiene la obligación de realizar la 
evaluación de impacto ambiental. 
Asimismo, el tribunal realizó un 
fuerte llamado de atención a la 
Secretaría de Ambiente, advirtien-
do que la planta opera únicamente 
bajo habilitaciones administrativas 
y un sistema de auditorías, omi-
tiendo el procedimiento de evalua-
ción ambiental que es de carácter 
obligatorio por ley.

La persistencia de esta situa-
ción mantiene en vilo a los habi-
tantes de la zona y es por eso que 
la demanda se dirige contra el 
Estado argentino en todos sus ni-
veles —nacional, provincial y mu-
nicipal— por priorizar una activi-
dad privada por sobre la salud de 
la población. “Muchos vecinos del 
barrio siguen padeciendo diversos 
problemas de salud derivados de 
la actividad de la planta y a esto se 
suma un peligro físico inminente: 
un estudio de carga de fuego rea-
lizado recientemente por las pro-
pias vecinas reveló que la fábrica 
posee una carga de fuego cien ve-
ces mayor a la permitida para esa 
zona urbana”, concluyó la letrada. 

Por eso, y a pesar de todo, la aper-
tura del caso en la CIDH se presen-
ta así como la última esperanza para 
revertir años de desprotección esta-
tal y peligro socioambiental.
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